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Breve sistematización del Encuentro Regional sobre 
“Tratados de Libre Comercio y Planes de Integración en Mesoamérica: impactos y respuestas sociales”, México, 28, 29 y 30 de abril 2005

Introducción
Hace dos años, preocupados por los graves impactos sociales y ambientales que empezaban a evidenciarse como consecuencia de la puesta en marcha del llamado Plan Puebla Panamá (PPP) en la región, empezamos a trabajar en su documentación y análisis.
El PPP ha sido lanzado el 15 de junio del 2001 y ha sido presentado como un “proyecto de desarrollo” para integrar la zona sur de México y los países centroamericanos
 al mercado internacional. Se compone de ocho iniciativas
 que llevan consigo la construcción de infraestructura, impulsan procesos de privatización, y la creación de una gran zona de libre comercio en esta región, muy rica en recursos y biodiversidad. Los Estados Unidos y otros gobiernos apoyan fuertemente el PPP, y el Banco Inter-americano de Desarrollo (BID) está financiando parte del proyecto. 
Aunque los documentos oficiales señalan como objetivos del PPP, entre otros, mejorar la calidad de vida de los habitantes de la región dentro de un marco de desarrollo sustentable y propiciar una estrategia que apunte a la integración de Centroamérica dentro del concepto de región mesoaméricana, desde su lanzamiento se han levantado muchas voces de descontento por parte de la sociedad civil y se han organizado innumerables eventos para plantear críticas y propuestas alternativas. Las razones más frecuentes del descontento y las mayores preocupaciones derivan del hecho de que este proceso de integración no resulta estar basado sobre principios democráticos, de equidad, justicia, sustentabilidad y tampoco toma en consideración los derechos humanos, las necesidades de los pueblos y su diversidad cultural, social y económica.
Una de las tesis más difundidas es que, más allá de los objetivos anunciados en el PPP, su propósito fundamental es crear las condiciones necesarias (en términos de infraestructuras física y administrativa) para hacer atractivas las inversiones en el marco del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN)
, del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Estados Unidos (Central American Free Trade Agreement, CAFTA)
 y del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA)
. 
Al adentrarnos en estos temas nos dimos cuenta de su complejidad, notamos que la información es en la mayoría de los casos dispersa y no verídica y que los gobiernos hacen un manejo poco transparente respecto a la concreción de los planes y tratados que afectan a la región. Estas cuestiones, junto a la necesidad de evaluar cómo operan las fuerzas de la globalización en concreto y al interés de prevenir y advertir a nuestros miembros y contactos sobre los posibles impactos en los derechos fundamentales de los pobladores de la región, nos llevaron a decidir convocar a un Encuentro Regional sobre “Tratados de Libre Comercio y Planes de Integración en Mesoamérica; impactos y respuestas sociales”. 
Considerada la variedad de temas y las diferentes formas que hay para enfrentarlos, decidimos invitar a personas de todos los países de la región que, desde disciplinas, y/o vinculaciones sociales y laborales muy diversas trabajan en la investigación, actividades de resistencia y desarrollo de proyectos y propuestas que tienen como finalidad crear una alternativa fuerte y de largo alcance frente a los tratados de libre comercio y planes de integración. Con la finalidad de reforzar nuestro trabajo presente y futuro, tanto a nivel local como regional e internacional con otra red con la que tenemos numerosas coincidencias, invitamos a sumarse a la organización del evento a FIAN Internacional, que aceptó y aportó su experiencia en el tema. 
Considerando que, independientemente de las regiones en las que se desarrollan, entre las consecuencias más evidentes de los tratados y planes de integración económica están la migración, el desplazamiento y los desalojos masivos y forzados de población, principalmente indígena y campesina, decidimos presentarles los resultados del Encuentro para favorecer una reflexión conjunta y una posible decisión de HIC en relación a las posturas y estrategias a adoptar a nivel internacional. 
Para este trabajo se decidió sistematizar la información resultante del Encuentro en seis bloques: 1. Principal campo de actividad de los participantes; 2. Información relevante sobre Tratados de Libre Comercio y Planes de Integración en la región (tratados de libre comercio, Plan Puebla Panamá, otros megaproyectos, reformas legislativas), dividida en general y por país; 3. Formas de resistencia; 4. Estrategias; 5. Obstáculos a la resistencia y estrategia; 6. Necesidades y desafíos.

1. Principal campo de actividad de los participantes

-Los convocantes.

FIAN Internacional: derechos humanos en general (como instrumentos valiosos en las estrategias de defensa y de construcción de alternativas) y derecho humano a alimentarse en específico (actividades relacionadas a lograr su desarrollo jurídico y plena justiciabilidad). Desarrollo del concepto de obligaciones extraterritoriales de los estados
. Defensa de la tierra, defensa de los derechos de los jornaleros agrícolas, apoyo a movimientos de resistencia en contra de las minas a cielo abierto y de las presas. 

HIC: derecho a la vivienda concebido como el del derecho de todos a un lugar seguro donde vivir en paz y con dignidad y en relación de interdependencia con los demás derechos económicos, sociales y culturales (el derecho al agua, a no ser desalojado violentamente sin indemnización y el derecho a la ciudad como un nuevo derecho colectivo, etc.). Trabajo de promoción en estos derechos para obtener su reconocimiento por parte de la ONU y en las leyes nacionales y actividades dirigidas a su defensa y realización. Apoyo de los procesos sociales de ocupación del territorio y de producción y gestión del hábitat popular, como concreción material de los derechos humanos a la tierra, la vivienda y la ciudad.

-Los invitados fueron divididos en 4 paneles, no rígidos, para facilitar su presentación. 

PRIMER PANEL: investigadores. Estudio y seguimiento de los Tratados de Libre Comercio y de las políticas y programas del Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo, Banco Europeo de Inversiones; monitoreo del desarrollo del Plan Puebla Panamá y sus impactos sobre los derechos humanos y la biodiversidad; obligaciones de las instituciones financieras internacionales en materia de derechos humanos; análisis de cuestiones relacionadas a los bienes comunes (agua, genoma, etc.) y a los riesgos de su privatización.

SEGUNDO PANEL: investigadores con trabajo en la resistencia. Estudio vinculado y seguimiento de los TLC, ALCA, PPP y de los megaproyectos que lo antecedieron en la región; análisis y seguimiento de la privatización de los corredores biológicos, áreas protegidas y recursos naturales en general; elaboración de atlas geopolíticos; biodiversidad; investigación para la acción y vinculada a los movimientos; vinculación Norte –Sur y Sur-Sur; movilizaciones, denuncias.

TERCER PANEL: organizaciones que trabajan principalmente en la resistencia. Defensa y desarrollo de los derechos humanos civiles y políticos (ej. defensa jurídica en casos de desplazamientos y desapariciones), de los derechos económicos, sociales y culturales (ej. apoyo a procesos de lucha para el reconocimiento de los derechos de los trabajadores, sobre todo en regiones cafetaleras), de los derechos indígenas (ej. defensa de los recursos naturales y del territorio), del derecho al medio ambiente, y evaluación de los impactos de los megaproyectos sobre los derechos humanos en general; recopilación de información sobre el PPP, Proyecto Gran Visión
 (que se considera una sinergia del PPP), y del Programa de la Frontera Norte
; resistencia frente a los megaproyectos (construcción de presas, granjas camaronícolas, minas a cielo abierto, etc.); resistencia y elaboración de propuestas alternativas frente a las reformas laborales y eléctricas y a la privatización de electricidad y agua; estudio de los factores de expulsión de población (considerando como tales también los TLC, el PPP y el ALCA) y establecimiento de redes que se ocupan del tema migratorio; apoyo a experiencias autonómicas; organización social; militarización; cultura y educación para la paz; desarrollo de proyectos comunitarios.

CUARTO PANEL: personas que trabajan principalmente en proyectos alternativos.

Defensa del territorio y de los recursos naturales a través de procesos de ordenamiento participativo, desarrollo de tecnologías alternativas y manejo local de los recursos; elaboración y puesta en práctica de proyectos de reserva campesina
 en oposición a los de reserva de la biósfera decretadas por el gobierno
; defensa de la medicina tradicional a través de la organización de redes de médicos tradicionales y parteras; bancos de semillas; establecimientos de redes de economía solidaria y comercio justo que gozan de sellos de garantía para sus productos
; redes financieras basadas en la creación de subsistemas financieros que articulan las comunidades a nivel sectorial.

2. Información relevante sobre los Tratados de Libre Comercio y Planes de Integración en la región. 

Tratados de Libre Comercio

· Los tratados están definidos por intereses geopolíticos y cambian a medida que es necesario afinar las estrategias de dominación e injerencismo en la región. 

· Los únicos países que hasta el momento no han firmado el CAFTA son República Dominicana, Costa Rica y Nicaragua.

· Costa Rica. Se está discutiendo la firma del CAFTA y algunas organizaciones que están trabajando en contra de ello han decidido no focalizar la discusión y vincularla al ALCA y PPP. 

· México. Organizaciones mexicanas presentes han estudiado los efectos negativos del TLCAN a nivel nacional y, frente a la elaboración de TLC con Centroamérica, han compartido sus reflexiones con organizaciones mesoamericanas. La experiencia adquirida para hacer frente al TLCAN y las alianzas norte-sur que se han logrado en aquella época han servido para enfrentar el PPP. 

· Panamá. Está negociando un tratado bilateral con Estado Unidos.

· Nicaragua. El CAFTA todavía no se ha firmado por cuestiones relacionadas a negociaciones políticas internas. La resistencia es importante pero todavía insuficiente y necesitaría hermanarse con los países limítrofes. Algunas organizaciones han interpuesto un amparo para impedir su ratificación.

Plan Puebla Panamá 
· Por ser un plan de infraestructura que permite acelerar y facilitar el libre comercio en la región y catalizar los procesos de integración, el PPP no se puede analizar sin relacionarlo a los TLC de la región y al ALCA. 

· En muchos países, como México y Nicaragua, se ha incorporado proyectos antecedentes a su elaboración que no se habían podido desarrollar. 

· En algunos países, cómo México, no ha logrado desarrollarse como se pensaba por falta de recursos y apoyo político interno pero en los últimos meses se ha intentado reactivarlo. 

· Contempla 400 presas en todo el territorio que abarca.

· En marzo 2004, en la VI Cumbre del mecanismo de Tuxtla Gutiérrez, se lograron 3 acuerdos muy importantes 1) adhesión de México como observador en la Secretaría de Integración en Centroamérica; 2) creación de una Comisión Ejecutiva Regional; 3) aumento de los recursos por parte del Banco Centroamericano de Integración de 600 a 1000 millones de dólares.

· Costa Rica. El PPP está avanzando aunque lentamente y hay poca información oficial acerca de su desarrollo (la que existe hace referencia exclusivamente a un corredor de carreteras) y de la proveniencia del financiamiento para los diferentes megaproyectos (una parte viene del BID pero otra probablemente de empresas japonesas y noruegas).

Un estudio (“Cuadro de iniciativas del Plan Puebla Panamá”) elaborado por una de las organizaciones invitadas demuestra el avance que ha tenido hasta el momento cada iniciativa y que en materia de “desarrollo humano” el gasto social en el último año se redujo en un 40%. 

Por lo que tiene que ver con los proyectos hidroeléctricos, una de las organizaciones invitadas está apoyando a la población que se opone a la construcción de la presa de Boruca, en el suroeste del país, en el río Grande de Térraba, que afectaría a una región indígena entera. 

· El Salvador. Los proyectos relacionados al PPP que están más avanzados son la parte de la carretera Panamericana que atraviesa este país y el puerto de Cutuco, ubicado en el Golfo de Fonseca, con sus conexiones.

· México. Según algunas organizaciones presentes, el PPP fracasó en este país por haberse desarrollado sólo un 5 o 10% de lo previsto. Esto se debería por un lado al hecho de que el Presidente Fox no logró la cohesión ni con los gobernadores mexicanos ni con los presidentes centroamericanos y, por otro lado, porque no pudo juntar los créditos necesarios. Además, se atravesó la recesión de EEUU y la competencia del capital chino. 

Más que los proyectos planeados por parte de la presente administración, los que se han llevado a cabo son los incluidos en el Plan Nacional de Desarrollo Urbano que impulsó el ex presidente Zedillo para el período 1995-2000 (como el corredor que une Nuevo Laredo, Tamaulipas, a Manzanillo, Colima) u otros que no estaban previstos originariamente en el PPP. 

Algunos consideran que, sobre todo en Chiapas, se seguirán desarrollando sólo los proyectos relacionados con la biodiversidad y para aprovechar esta riqueza no se construirán ni presas ni maquilas, aunque estén previstas. 

Algunas organizaciones subrayan que aunque el PPP no se ha desarrollado como se pensaba, sí se ha convertido en un símbolo de lucha para las comunidades indígenas y campesinas y sigue siendo motivo importante de aglutinación. Sobre este punto, otras organizaciones piensan sin embargo que seguir centrando la lucha en el PPP puede ser peligroso por el riesgo de perder de vista otros problemas muy actuales (como la invasión del maíz transgénico o la migración masiva y todos sus efectos colaterales). 

En el país, muchas organizaciones han empezado su estudio del PPP por el análisis –por ser sintomático- de la situación que se ha desarrollado en el Istmo de Tehuantepec (Oaxaca), zona en la que se han propuesto alrededor de 60 megaproyectos en los últimos 150 años
. Uno de los últimos que se han dado a conocer a partir de 2002 por algunas organizaciones locales es el de un parque eoloeléctrico de 120 000 hectáreas que abarcaría las comunidades de La Ventosa, La Venta y La Mata. En el proyecto están interesadas sobre todo empresas españolas, entre las cuales se encuentran Unión Fenosa, PCI, Endesa y Gamesa. Frente al riesgo de presiones y desalojos y considerando que se les está ofreciendo el 1% de las ganancias para que acepten arrendar sus tierras, las comunidades locales se están organizando en la resistencia.

Una organización ha subrayado que el futuro del PPP en México debería también relacionarse con la planeada intención de EEUU de avanzar en la Alianza para la Prosperidad y Seguridad de América del Norte, ya que las medidas de seguridad que de ella se deriven van a tener un impacto en toda la región y sobre todo en la frontera sur de México, que se puede considerar como la frontera geopolítica de EEUU. A esta Alianza podrían también relacionarse la creación de centros de integración de migrantes (en Tapachula y Acayucan) bajo el argumento de la seguridad nacional, que en realidad justifica un mayor control político y militar de regiones estratégicas muy importantes.

· Nicaragua. Desde hace 15 años se está financiando el Corredor Mesoamericano de Biodiversidad que ha sido recogido como proyecto del PPP. 

El Sistema de Interconexión Energética (una de las 8 iniciativas del PPP), ha llevado consigo la aprobación de la Ley de Promoción de las Hidroeléctricas que permite la construcción de megaproyectos previstos desde la época del Presidente Somoza (finales de los años 70). 

Recientemente se está promoviendo la construcción de la carretera costera del Pacífico que acompaña a la promoción de una Ley de Costas que prohíbe la pesca artesanal y da pie para la expropiación de tierras cooperativas. 

· Honduras. Según opiniones que se expresaron durante el evento acerca de éste país, el PPP, bajo una perspectiva geopolítica, debe considerarse como un plan de guerra. 

Otros megaproyectos y cuestiones relacionadas

· Costa Rica. Se están desarrollando grandes megaproyectos turísticos que llevan consigo desalojo de población. Un ejemplo de ello es lo que ha pasado a partir de 1997 en la Isla Caballo, en el golfo de Nicoya, cuyos pobladores se han visto reprimidos y acosados por policías privados pagados por la corporación interesada en el proyecto turístico. Otra situación preocupante es la que se genera por la apropiación privada, normalmente a manos de grandes cadenas hoteleras, de la zona marítima terrestre que lleva como consecuencia el veto a la población local de usar la playa para acceder al mar o acampar en ella (como es el caso de las playas del norte del pacífico como Punta Leona e Isla Caballo).  

· El Salvador. Organizaciones que trabajan con migrantes piensan que su flujo podría aumentar con la construcción de un canal seco que unirá el Pacífico con el Atlántico a través de los puertos Cutuco en El Salvador y Cortés en Honduras.  
· Guatemala. Muchas organizaciones están preocupadas por los efectos de las minas a cielo abierto
. Uno de los casos que se ha mencionado es el del proyecto Marlin, en los municipios indígenas de Sipacapa y Río Hondo (San Marcos). Este proyecto ha sido autorizado por el gobierno guatemalteco a la empresa Montana (subsidiaria guatemalteca de la compañía canadiense Gladis y que ha recibido para esto un crédito por parte del Banco Mundial) violando el derecho de los pueblos indígenas a una consulta previa e informada sobre sus recursos naturales, según establece el Convenio 169 de la OIT
.
· Nicaragua. Existe un plan de desarrollo del gobierno que, junto a la carretera costera del pacífico (proyecto del PPP), prevé una lista de conglomerados turísticos destinados al turismo del norte. 

Reformas legislativas

· A partir de los años 80 y durante todos los 90 se desarrolla una serie de reuniones internacionales en las que el agua empieza a ser vista de forma distinta a otros recursos y se abre el camino para que empiece a considerarse como una mercancía. De ahí que en un gran número de estados en el planeta empiecen a elaborarse reformas legislativas que permiten la privatización del agua.

· Costa Rica. El 14 de abril de 2005 se aprobó la Ley de Recursos Hídricos que permite dar en concesión las aguas a manos privadas. También las áreas protegidas están siendo dadas en concesión a través de leyes específicas. 

· México. Aunque en el país no se haya todavía logrado la completa privatización de la industria eléctrica (uno de los objetivos del TLCAN), las reformas en este sentido han empezado a partir de1986. 

La reforma laboral, por otro lado, se viene discutiendo desde 1989. En 1997 se presenta un proyecto de reforma que recoge las discusiones de 1989. Para nuevas acciones en este sentido se deberá probablemente esperar a la próxima administración.

En abril de 2004 entró en vigor la nueva Ley de Aguas Nacional que presenta varios aspectos favorables a la privatización del recurso. 

· Nicaragua. A partir de los años ’90 se han dado reformas jurídicas favorables a la iniciativa privada que han sentado las bases para permitir la inversión extranjera. Los derechos que han salido más lesionados han sido los DESC y, dentro de ellos, los derechos laborales. Existen también propuestas de las empresas maquiladoras para crear una legislación laboral específica para ellas y hay mucha resistencia en torno a este punto. 

En este contexto se ha aprobado un nuevo código procesal penal (cuya reforma ha sido financiada por USAID) que establece un proceso basado en el common law (anglosajón) y que permitirá favorecer a las empresas transnacionales norteamericanas en detrimento de las nacionales. Hay que subrayar además que los salarios de los funcionarios de la Suprema Corte son pagados con dinero del BM y del BID. 

Por lo que tiene que ver con la propiedad intelectual, se han aprobado leyes que afectan a los trabajadores informales como las que tienen que ver con la piratería, que establecen la quema de los productos y el encarcelamiento de los vendedores.

Sobre la Ley de Promoción de las Hidroeléctricas y la Ley de Costas véase apartado sobre el PPP.

3. Formas de resistencia 

En numerosas intervenciones ha resultado clara la necesidad de encontrar nuevas formas de resistencia a largo plazo, que no se limiten a acciones contestatarias y que acompañen a la reflexión política.

·  Autonomía y autogobierno (experiencia zapatista; proyectos de policía comunitaria; etc.)

· Uso de símbolos, lenguaje y valores distintos a los producidos por los centros de poder 

· Resistencia propositiva acompañada con propuestas que fortalezcan la comunidad a largo plazo

· Defensa del territorio (en este sentido hay que considerar que México y Centroamérica se están vaciando por la migración y como consecuencia esta estrategia podría necesitar ser acompañada por otras que tengan en consideración este factor).

4. Estrategias

Las estrategias que se propusieron durante el encuentro pueden resumirse en dos bloques, unas que son más estructuradas y jerarquizantes en cuanto a quien, como y cuando y otras que quieren nutrirse de contribuciones diversas con mayor flexibilidad y horizontalidad. 

· Movilizaciones

· Cabildeo

· Denuncias

· Uso de los derechos humanos en general y de los DESC como herramientas de lucha (a través de la educación, defensa, elaboración de informes dirigidos a los organismos internacionales de derechos humanos, etc.) 

· Uso y desarrollo del concepto de obligación extraterritorial de los estados

· Uso de instrumentos jurídicos nacionales para impedir la firma de los TLC (ej. amparo) 

· Fortalecer la autonomía de las comunidades y de las experiencias de autogobierno

· Vincular diversos sectores sociales y entre norte-sur y sur-sur. Trabajar en redes y establecer alianzas estratégicas

· Fortalecer los procesos sociales y de los movimientos en torno a temas estratégicos (agua, infraestructura, recursos naturales, etc.)

· Apoyar y dar seguimiento a las luchas antisistémicas (como en el caso del EZLN en México, de los Piqueteros en Argentina y de los Sin Tierra en Brasil)

· Radicalizar el estado social para que todos podamos tener acceso a los derechos y como estrategia posible para matizar el capitalismo

· Aprovechar los espacios de consulta que muchos gobiernos han abierto aunque por el momento no sean muy efectivos

· Fortalecer las redes de economía solidaria y comercio justo

· Elaborar una agenda política ciudadana frente a los TLC y como alternativa al neoliberalismo 

· Elaborar formas de producción de energía alternativa bajo el control de las comunidades

· Establecer reservas campesinas

· Boicotear proyectos neoliberales

Obstáculos a la resistencia y estrategia

· Uso, por parte de los gobiernos y de la élites, del lenguaje de derechos humanos

· Uso, por parte de las organizaciones, de un lenguaje, conceptos y categorías elaboradas por los centros de poder y reproducción, en su trabajo, de la lógica del BM y otros organismos multilaterales

· Falta de información

· No reproducción de experiencias exitosas y falta de sistematización del aprendizaje

· Separación entre ONG y movimientos sociales en la elaboración de estrategias

· Fragmentación

· Destrucción de la organización colectiva

· Falta de alternativas productivas

· Falta de un profundo análisis económico que permita construir una economía viable que pueda competir con la actual

Necesidades y desafíos

· Hacer una reconstrucción histórica de los procesos de desarrollo local y de los saberes populares.

· Recrear el conocimiento que a través de la práctica están generando las comunidades y aprender cómo viven la pobreza 

· Reencuentro con lo colectivo y elaboración de estrategias para responder a la tendencia individualizante

· Reconocer lo que estamos haciendo y lo que estamos logrando

· Valorar las luchas que se han dado hasta el momento

· Sistematizar las experiencias que cada uno ha desarrollado

· Detectar nuestras demandas comunes y sistematizarlas

· Sistematizar los resultados de este encuentro

· Reconstruir el aprendizaje de la experiencia zapatista (ejercicio autonómico de defensa del territorio y de los recursos)

· Hacer investigaciones que puedan servir a todos los sectores como tema de reflexión o análisis

· Trabajar la conciencia ciudadana

· Formar a los jóvenes

· Crear nuevas alianzas (entre científicos y comunidades; movimiento urbano popular y movimientos indígenas; arquitectos y pobladores; etc.)

· Crear alianzas entre las organizaciones del país de origen de una empresa y las de los países en los que éstas empresas tiene influencia para limitar los efectos negativos de su acción (ej. alianzas entre organizaciones mexicanas y nicaragüenses ya que en Nicaragua hay mucha presencia de capital mexicano)

· Visualizar las técnicas usadas por los gobiernos para frenar las resistencias

· Reflexionar y tomar en consideración cuán funcionales estamos siendo para el sistema 

· Relacionar lo que pasa en el campo con la realidad urbana

· Descubrir las contradicciones del sistema y sus debilidades y trabajar en ellas

· Volver a debatir el capitalismo y recuperar las formas de lucha en su contra. 

· Analizar cómo construir una economía viable, una propuesta que contemple y consolide lo macro pero que fortalezca lo micro
· Reactivar el mercado interno

· Cambiar patrones productivos, formas tecnológicas, uso de la tierra, formas de organización productiva 

� El documento ha sido elaborado por Maria Silvia Emanuelli, responsable de Asuntos Jurídicos, Oficina de Coordinación Regional para América Latina de la Coalición Internacional para el Hábitat (HIC-AL).





� Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá





� 1. Desarrollo Sustentable, 2. Desarrollo Humano, 3. Prevención y Mitigación de Desastres Naturales, 4. Promoción del Turismo, 5. Facilitación del Intercambio Comercial, 6. Integración Vial, 7. Interconexión Energética, 8 Integración de los Servicios de Telecomunicaciones. 





� El TLCAN es un amplio tratado comercial que entró en vigor el 1 de enero de 1994 entre los gobiernos de Canadá, México y Estados Unidos. Constituye una extensión del tratado firmado en 1989 entre Canadá y Estados Unidos (CUSTA) y se considera como un hito que eleva los estándares una serie de áreas como agricultura, inversiones, propiedad intelectual y servicios. El TLCAN provocó una fuerte y sostenida resistencia por parte de numerosos sectores de la población mexicana y fue uno de los catalizadores de la sublevación zapatista. A partir de su entrada en vigor el maíz barato y apoyado por los subsidios de los Estados Unidos, invadió el mercado y fue vendido por un precio inferior a los costos de producción, con el que los campesinos no pueden competir. Esta situación provocó desplazamientos masivos de población, pobreza y hambre. Además, las controversias que surgen al interior del TLCAN – en las cuales cualquier inversionista de uno de los países signatarios puede demandar al gobierno de otro país signatario por acciones u omisiones que pueden interferir con su derecho a conseguir ganancia – han provocado preocupación por el hecho de que el tratado favorece a las empresas trasnacionales y limita la capacidad de los gobiernos de regular la economía por cuestiones sociales y ambientales, entre otras.   





� El CAFTA fue aprobado en diciembre de 2003. Las negociaciones se llevaron a cabo entre Estados Unidos, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. Los Estados Unidos, además, negociaron separadamente un tratado bilateral con República Dominicana. El CAFTA se firmó en los últimos días de mayo de 2004 y República Dominicana se sumó en agosto de 2004. El CAFTA es un tratado de largo alcance que regula numerosos temas: agricultura, telecomunicaciones, inversiones, comercio de servicios (desde la distribución del agua al reglamento del juego), propiedad intelectual, medio ambiente, etc. El Tratado apoya esencialmente los intereses comerciales de Estados Unidos garantizándoles un amplio conjunto de derechos para operar en Centroamérica. En julio de 2005 el Congreso de los Estados Unidos aprobó el CAFTA y el Presidente Bush lo convirtió en ley a principios de agosto. Los parlamentos de Guatemala, Honduras y el Salvador también lo aprobaron mientras el voto de los parlamentos de Costa Rica, Nicaragua y República Dominicana sigue pendientes. 


� El ALCA expandiría el TLCAN a 34 países del hemisferio oeste (excluyendo a Cuba). Tiene nueve grupos de negociadores r esponsables de diseñar los capítulos sobre acceso a los mercados, agricultura, inversiones, servicios, adquisición de los gobiernos, solución de conflictos, derechos de propiedad intelectual, subsidios, antidumping, deber de compensación y políticas de competencia. Desde Canadá hasta Argentina, el ALCA ha recibido fuertes oposiciones por parte de los movimientos sociales, sindicatos, ONG y comunidades movilizadas en contra de las políticas neoliberales que promueve. Un cierto número de gobiernos, como Brasil y Venezuela, han incrementado su crítica hacia la agenda llevada por parte de los Estados Unidos en las negociaciones del ALCA y, también por esta razón, no sorprende que los Estados Unidos hayan incrementado sus esfuerzos para concluir el CAFTA y para lograr tratados bilaterales con numerosos países en la región. Pese a que no se alcanzó la meta de arrancar con el ALCA el primer día de 2005, varios sectores aseguran que, tanto por intereses políticos como económicos, no se renunciará a este acuerdo fácilmente..





� Tradicionalmente los derechos humanos han definido la relación que existe entre un estado y las personas que viven en su territorio. Hoy día, las políticas practicadas en un país pueden tener efectos negativos importantes en los derechos humanos de otros países, especialmente los derechos económicos y sociales. Frente a esta situación varias agencias (Pan para el Mundo, el Servicio Evangélico para el Desarrollo (EED), etc.) y organizaciones como FIAN, han empezado a trabajar en el reconocimiento de obligaciones extraterritoriales. Para mayor información sobre este concepto véase el documento “Globalizar los derechos humanos económicos y sociales, fortaleciendo las obligaciones estatales extraterritoriales”.


� Con el Proyecto Regional Gran Visión se pretende modernizar la infraestructura de la red de comunicaciones en la región centro de México que incluye los estados de México, Hidalgo, Morelos, Puebla, Tlaxcala, Veracruz y Distrito Federal. La primera parte de este Proyecto arrancó a principio de 2001.





� El Programa de Desarrollo Regional de la Frontera Norte ha sido elaborado por la Comisión de Asuntos de la Frontera Norte, organismo creado por parte del actual Presidente mexicano al principio de su administración, para fomentar el desarrollo de 6 estados fronterizos. En septiembre de 2004 la Comisión se desintegró y los proyectos del Programa fueron asumidos por las distintas secretarias involucradas. Para conocer el texto del Programa se puede consultar:


� HYPERLINK "http://fronteranorte.presidencia.gob.mx/acalli.php?art=desarrolloprograma&art_id=25" �http://fronteranorte.presidencia.gob.mx/acalli.php?art=desarrolloprograma&art_id=25�


� El proyecto al que se hizo referencia en la exposición se refiere a la zona de Los Chimalapas, región ubicada en el corazón del Istmo de Tehuantepec (Oaxaca, México). La creación de una reserva ecológica campesina se basa en un intenso y horizontal proceso de información, comunicación, reflexión y diálogo cultural entre técnicos, académicos, ecologistas y comunidades, a la vez que, en forma paralela, se experimentan y demuestran alternativas tecnológicas (tradicionales y modernas) en áreas como la agro ecología, la agro forestería, la silvicultura, la nutrición y la salud. Esto con el objetivo de fortalecer la autosuficiencia local y regional, sentando las bases para un desarrollo comunitario sustentable, con avances en la defensa jurídica, tanto del territorio indígena (tenencia de la tierra comunal), como en la profundización de mecanismos de participación, decisión, gestión y control desde la base de las comunidades. Así, el establecimiento formal y oficial de una Área Natural Protegida es producto del proceso social denominado “Reserva Ecológica Campesina” (R.E.C.) y se hace por decisión consciente e informada de las comunidades indígenas –bajo una tenencia de la tierra delimitada y regularizada- y su manejo, control y administración queda directamente en sus manos. Este proceso socio-ambiental, así como el modelo alternativo de Área Natural Protegida, ambos pioneros en México y quizá en el mundo, han sido apoyados desde hace 10 años por una red de más de 40 ONG’s ambientalistas  y defensoras de los derechos humanos, así como personalidades del ámbito académico y artístico nacional reunidas en el denominado “Comité Nacional para la Defensa y Conservación de los Chimalapas”, contando con la participación técnica y jurídica directa en el campo de la Asociación Civil “Maderas del pueblo del Sureste”. 


� La designación de un área como reserva de la biosfera frecuentemente implica fuertes conflictos ya que, a diferencia de lo que se propone en las reservas ecológicas campesinas, puede llevar consigo la remoción de los habitantes locales del área (que en la mayoría de los casos han coexistido tradicionalmente con las especies de la zona explotándolas en formas sustentables) en nombre de un supuesto interés por el medio ambiente.   


� El sello es garantía de que el producto cumple con "La Formula Justa" que se compone de 5 elementos. 1. Alta Calidad: Los productos cumplen con las más estrictas normas de calidad. 2. Salud personal y ecológica: Los productos han sido elaborados con respecto al medio ambiente y a la salud del consumidor y del productor. 3. Justicia económica: Los pequeños productores reciben un precio y condiciones comerciales dignas en reconocimiento de la calidad de su trabajo y esmero. Los consumidores reciben un producto a un precio justo que corresponde a su calidad. 4. Desarrollo sustentable nacional: Pagando precios justo al productor, incluyendo premios de calidad ecológica y un sobreprecio para el desarrollo comunitario sustentable de las zonas marginadas de los pequeños productores en cuestión.5. Garantía certificada: Los productos y las organizaciones y empresas son certificados objetivamente bajo estrictas normas nacionales e internacionales. Más información en � HYPERLINK "http://www.comerciojusto.com.mx" ��www.comerciojusto.com.mx� 








� Para mayor información sobre este tema se puede consulta la reciente publicación de Guillermo Almeyra y Rebeca Alfonso “El Plan Puebla Panamá en el Istmo de Tehuantepec”, Universidad de la Ciudad de México, 2004. 


� Para mayor información  se puede consultar el “Informe sobre Minería en Guatemala, del 16 de abril al 30 de junio de 2005”, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales FLACSO Guatemala, programa de la sociedad civil y movimientos sociales.





� Para información acerca de los últimos acontecimientos respecto a este caso y para leer la carta de preocupación enviada por HIC véase www.hic-al.org.
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